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¿Cuánto costará lograr los objetivos del cambio climático 
en América Latina y el Caribe? 

Luis Miguel Galindo, Bridget Hoffman, Adrien Vogt-Schilb 

Resumen 
América Latina y el Caribe deben enfrentar el desafío del cambio climático al mismo tiempo que 

avanzan otros objetivos de desarrollo sostenible. ¿Cuánto costará hacer frente? Este trabajo revisa 

la evidencia sobre los recursos necesarios y las fuentes de financiamiento disponibles para cumplir 

con los objetivos del Acuerdo de Paris en la región.  

Su tesis principal es que la acción climática no consiste única o principalmente en un gasto 

adicional, sino que requiere de una reorientación masiva de los flujos financieros existentes. No 

pueden alcanzarse los objetivos climáticos sin atender otros objetivos de desarrollo sostenible 

intrínsicamente relacionados al clima, como los relacionados a la energía, el transporte, el agua, la 

agricultura, y la conservación de ecosistemas, entre otros. Además, la acción climática está 

estrechamente ligada al gasto social, ya que desempeños sociales como la pobreza, la desigualdad 

y la falta de acceso a servicios de salud básicos exacerban la vulnerabilidad al cambio climático. 

Finalmente, la transición a una economía descarbonizada y resiliente debe ser justa, es decir debe 

maximizar beneficios socioeconómicos, minimizar o compensar costos de transición, e involucrar a 

todas las partes afectadas en los procesos de decisión. La acción climática esta entonces ligada a la 

competitividad, el nivel de educación, los mercados laborales, y las instituciones sociales.  

Encontramos que atender la crisis climática requiere un gasto en la provisión de servicios de 

infraestructura de entre 2% y 8% del PBI, y un gasto para atender diversos desafíos sociales entre 

5% y 11% del PBI. Ello implica alinear en total entre 7% y 19% del PBI anual que representará entre 

US$470 mil millones y 1,300 mil millones de gasto en infraestructura y de gasto social en 2030 con 

objetivos de desarrollo sostenible, resiliente y descarbonizado. La mayoría del esfuerzo consiste en 

redirigir flujos existentes. El beneficio de esta reorientación tendrá un valor muy superior a su 

monto, al permitir evitar los peores impactos del cambio climático y generar beneficios 

económicos, sociales, fiscales, y ambientales.  

Fuentes específicas, como impuestos verdes y bonos sostenibles, permiten financiar parte del 

esfuerzo. Para redirigir el gasto público, privado, y la inversión extranjera hacia soluciones 

consistentes con los objetivos climáticos, los gobiernos también necesitaran reformar las políticas 

y regulatorias en todos los sectores. Estrategias climáticas comprensivas pueden ayudar a 

identificar las transformaciones en todos los sectores necesarias para avanzar hacia una economía 

resiliente y carbono-neutral en la región en 2050. Los bancos de desarrollo pueden financiar 

directamente una parte pequeña del gasto necesario y apoyar el diseño y la implementación de 

reformas que permitan redirigir los flujos financieros existentes. 

Códigos JEL: Q54, H51, H52, H53, H54, H55, H23 

Palabras clave: cambio climático, costos, gasto 
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Introducción 

América Latina y el Caribe deben atender el desafío del cambio climático mientras atienden las 

consecuencias económicas y sociales de la pandemia de COVID-19 y avanzan con los otros 

objetivos del desarrollo sostenible. ¿Cuánto costará atender estos desafíos? Este articulo revisa la 

literatura existente para contestar esta pregunta. El resultado principal es que para atender este 

desafío del cambio climático son necesarias transformaciones estructurales en varios ámbitos 

como en la infraestructura, en los sistemas de salud y de protección social y en las instituciones 

financieras que reflejen y habiliten una amplia reorientación, más allá de un incremento, de los 

flujos financieros en la región.  

El cambio climático tiene efectos significativos en las actividades agropecuarias e industriales, la 

productividad laboral, la infraestructura, la salud de la población, los conflictos sociales, la 

migración, los bosques y los ecosistemas, entre otros (Hallegatte et al, 2015). Los impactos del 

cambio climático se intensificarán y tendrán consecuencias cada vez más importantes a lo largo de 

este siglo. La variación de la temperatura promedio es solo parte de los impactos del cambio 

climático, pero se estima que cada grado de aumento de la temperatura está asociado con una 

reducción de entre 1% y hasta 4% del Producto Bruto Interno (PBI) (Newell, et al., 2021, Acevedo, 

et al., 2018). Los estudios sobre los costos monetarios totales del cambio climático son escasos, 

algunos sugieren que la inacción podría tener costos de hasta 16% o más del PBI global o del PBI 

de países de ingreso bajo o economías emergentes y con climas más cálidos (Acevedo, et al., 2018, 

Burke, et al., 2015).  

Frente a costos de impactos serios, aunque difíciles de cuantificar, los líderes internacionales 

decidieron en el Acuerdo de Paris de 2015 adaptarse a estos impactos, y contener el cambio 

climático limitando el aumento de la temperatura global entre 1.5oC y 2oC, y lo más cercano 

posible de 1.5oC para evitar los peores impactos. Cumplir con estos objetivos requiere que todos 

los países transiten a una economía resiliente al clima y descarbonizada alrededor de 2050. 

Los planes climáticos que los países comunicaron en sus Contribuciones Nacionalmente 

Determinadas (NDC, por sus siglas en ingles), que contienen metas específicas de mitigación y 

adaptación por país, típicamente para 2030, son aún una base inadecuada para planificar el gasto 

en cambio climático. En general, las NDC no están alineadas con los objetivos de resiliencia y 

descarbonización profunda y carecen de una estrategia de política pública especifica consistente 

con las metas propuestas. Para resolver esta situación, los países pueden diseñar estrategias 

climáticas que partan de los objetivos de largo plazo, e identifiquen una hoja de ruta de 

inversiones, incentivos económicos y reformas regulatorias necesarias en todos los sectores para 

levantar las barreras y permitir la construcción de una economía resiliente y descarbonizada a 

mitades del siglo (BID y DDPLAC, 2019, Cavallo et al, 2020).  Varios países en el mundo, incluyendo 

Chile, Colombia, Costa Rica y Uruguay en la región, tienen ya estrategias para alcanzar economías 

resilientes y con cero emisiones netas al 2050 (UNFCCC, 2021). 

Las emisiones de gases de efecto invernadero (GEI) de la región provienen en gran mayoría (94%) 

del suministro de servicios energéticos (incluyendo transporte y vivienda) y de alimentos (WRI-

CAIT, 2021). El uso de combustibles fósiles para la generación de energía y el transporte 

representan casi la mitad de las emisiones totales y son las dos fuentes de emisiones que 
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aumentan más rápido. Dentro del sector agrícola, las emisiones provienen principalmente del uso 

de fertilizantes artificiales y de la digestión del ganado. Además, la agricultura, especialmente la 

ganadería, usa tierra que compite con bosques y otros sistemas altos en carbono, y es entonces la 

principal causa de la deforestación, que produce más de un quinto de las emisiones de GEI en la 

región. En total, las emisiones de GEI en la región alcanzaron 6.2 tCO2e per cápita en 2018, que es 

similar a la media global de 6.5 tCO2e para ese mismo año, y están aumentando (WRI-CAIT, 2021).  

Una economía con cero emisiones netas es técnicamente posible. Cada país deberá diseñar su 

propio camino. En promedio en la región, las soluciones técnicas principales incluyen (BID y 

DDPLAC, 2019; Bataille et al, 2020 IPCC, 2018): 

- una transición hacia fuentes de generación eléctrica libres de carbono;  

- el uso de electricidad para desplazar fósiles en todos los sectores;  

- la electromovilidad y el transporte público y no motorizado para permitir la disminución 

del uso de transporte privado y de los combustibles fósiles;  

- la mejora de las prácticas agrícolas, incluyendo fomento de prácticas de agroforestería, 

sistemas silvopastoriles, y reducción del uso de fertilizantes 

- la protección de ecosistemas altos en carbono, especialmente bosques, y el cambio de las 

dietas de los consumidores para reducir la presión sobre la deforestación. 

También son necesarias medidas para reducir las emisiones provenientes de procesos industriales 

y del manejo de residuos (BID y DDPLAC, 201). La inversión en infraestructura deberá, además, 

aprovechar soluciones basadas en la naturaleza. Por ejemplo, los manglares permiten amortiguar 

los efectos del alza del nivel del mar o de los ciclones, y los bosques permiten el almacenamiento y 

la captura de carbono. Por el contrario, la destrucción del capital natural y de los servicios de los 

ecosistemas tiene costos económicos significativos (Cavallo et al, 2020).  

La descarbonización representa una oportunidad económica equivalente a 1% del para la región, 

gracias a ahorros financieros en el sistema energético y de transporte, mejora de salud gracias a 

reducción de la contaminación del aire, mejoras de productividad gracias a la reducción de la 

congestión vial, e incremento de los servicios ecosistémicos; y permitirá crear hasta 15 millones de 

empleos netos adicionales al 2030 (Saget et al, 2020; Vogt-Schilb, 2021). Sin embargo, varios 

desafíos regulatorios, financieros, sociales y políticos, entre otros, dificultan la transición hacia una 

economía resiliente y descarbonizada.  

La acción climática no consiste principalmente en diseñar e instrumentar un gasto adicional para 

atender los desafíos del cambio climático, sino que requiere de una reorientación masiva de los 

flujos financieros existentes. Es necesario que todos los países eviten las inversiones que no son 

consistentes con las metas climáticas, como, por ejemplo, la exploración y desarrollo de nuevas 

fuentes de energía fósil o la construcción de infraestructura crítica no protegida en zonas de riesgo 

climático. Simultáneamente, los países tienen que asegurar que los flujos financieros conlleven a 

la construcción de una nueva economía resiliente y de cero emisiones netas.  

El costo de la acción climática no puede considerarse independientemente del costo de cumplir 

con otros objetivos de desarrollo sostenible, por tres razones. Primero, la región necesita expandir 

su provisión de servicios de infraestructura, incluyendo por ejemplo movilidad, servicios 

energéticos y acceso a agua y saneamiento, y su producción de alimentos; y aspira a conservar sus 
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ecosistemas y biodiversidad (Cavallo et al 2020, Searchinger et al, 2019). Estos objetivos de 

desarrollo están directamente ligados al cumplimiento de los objetivos climáticos.  

Además, América Latina y el Caribe constituyen la región con más desigualdad del mundo, y sufren 

de tasas de pobreza altas, y de brechas en el acceso a salud, educación, o protección social. Estas 

brechas y la desigualdad tienen un papel determinante en la vulnerabilidad de los países a los 

impactos de cambio climático ante el cambio climático; por eso, alcanzar el objetivo de resiliencia 

climática requiere mejorar el desempeño social de la región (Hallegate et al, 2015, 2017).  

Finalmente, la acción climática tiene que inscribirse en el contexto de una transición justa, es decir 

en un proceso que (Saget et al, 2020):  

(1) maximice los beneficios socioeconómicos de la acción climática. Por ejemplo, asegurando 

que los empleos creados en la industria de energía renovable gocen de condiciones de 

trabajo decentes y correspondan a habilidades disponibles en el país  

(2) limite o compense los costos de transición. Por ejemplo, ofreciendo nuevos trabajos o 

paquetes de compensación financiera a empleados de plantas eléctricas a base de energía 

fósil que se cierran, o ajustando el timing del cierre para que coincida con el de la 

jubilación de sus empleados 

(3) integre en los procesos decisivos a las personas y comunidades afectadas por la transición. 

Esto incluye por ejemplo gremios y empleados de industrias afectadas, agencias de 

gobiernos sectoriales y subnacionales, jóvenes, o comunidades indígenas. 

En este sentido, el costo de la acción climática se superpone en parte con el costo de la educación 

y provisión de habilidades, de la protección laboral, y de la institución de procesos democráticos 

participativos e incluyentes.   

Construir la infraestructura necesaria para proveer servicios básicos y cumplir con los objetivos 

climáticos requiere inversiones anuales de alrededor de 5% del PBI, con un rango entre 2% y 8% del 

PBI, hasta el 2030, lo que representa alrededor de US $280 mil millones en 2019 (Serebrisky et al., 

2015, Rozenberg y Fay, 2019). En contraste, actualmente la inversión anual en infraestructura es 

ligeramente inferior al 3% del PBI (alrededor de US$ 170 mil millones en 2019). Hacer esta 

infraestructura resiliente representa un costo adicional modesto, de 3% a 10% del costo de la misma 

(es decir entre 0.15% y 0.5% del PBI, o entre US $8 mil y US $28 mil millones de dólares en 2019). 

Los beneficios de la resiliencia en términos de costos evitados de desastres naturales e incentivo 

para atraer inversiones son cuatro veces superiores a su costo (Delgado, et al., 2021). La 

descarbonización no agrega un costo significativo al gasto en infraestructura, ya que, por ejemplo, 

la energía renovable y la electromovilidad son ya competitivas o más baratas que su contraparte 

basada en energías fósiles durante su ciclo (IEA, 2021).  

 

La inversión social requerida para construir la resiliencia de la población y promover una transición 

justa implica un gasto de entre 5% y 11% del PBI (entre US $337 mil y 741 millones en 2030). Por 

ejemplo, ofrecer un ingreso monetario universal a adultos mayores de 65 años e hijos menores de 

18 costaría, alrededor, de 5% del PBI (Filgueira y Espíndola, 2015). Atender el desafío de la pobreza 

extrema requiere alrededor de 6% del PBI y, atender, simultáneamente el desafío de la pobreza 



 

5 
 

extrema, de la mortalidad infantil y la finalización de la secundaria requiere inversiones de 

alrededor de 11% del PBI al 2030.1 

En total, el gasto en infraestructura y el gasto social necesarios para cumplir con los objetivos de 

cambio climático en la región están entre 7% y 19% del PBI al 2030 (entre US $470 mil y 1,300 mil 

millones en 2030) dependiendo de las condiciones iniciales y de las metas económicas y sociales 

propuestas.   

Para alcanzar estos montos, los gobiernos deberán asegurar que el gasto y la inversión públicos y 

privados, domésticos como internacionales, sean consistente con el cumplimiento de los objetivos 

climáticos. Para alinear el gasto público, es esencial incorporar los objetivos de cambio climático, 

la reducción de riesgo de desastres, y la minimización del riesgo de transición asociada a la 

inversión en activos varados, como prioridades en los planes de todos los sectores relevantes, y los 

procesos de ministerios de hacienda o planeación a cargo de coordinar el gasto público (Delgado 

et al, 2021).  

Las reformas fiscales verdes y la eliminación de los subsidios a los combustibles fósiles podrían 

aportar hasta US$200 mil millones por año, o aproximadamente 3.6% del PBI en 2019 a los 

gobiernos de la región para apoyar el proceso de transición (Delgado et al, 2021). Asimismo, los 

gobiernos deben anticipar que la transición energética mundial va a erosionar la base fiscal de las 

regalías e impuestos sobre el consumo de gasolina y diésel. Esto pone en peligro billones de 

ingresos tributarios de aquí a 2035 (Solano-Rodriguez et al, 2019; Welsby et al, 2021). Una 

estrategia fiscal de largo plazo permite identificar maneras de substituir esos ingresos.   

Para alinear la inversión privada, los gobiernos pueden usar regulaciones e incentivos económicos, 

incluyendo una política fiscal ambiental y de financiamiento adecuada. Instrumentos como bonos 

verdes y los bonos ligados a la sustentabilidad pueden además apoyar el financiamiento de la 

acción climática e incrementar el financiamiento extranjero (Delgado et al, 2021, Conde y Sanz, 

2021). 

Los bancos de desarrollo pueden contribuir al financiamiento necesario, aunque su tamaño actual 

es pequeño en frente a las necesidades. El Banco Mundial, Banco Interamericano de Desarrollo y 

la Corporación Andina de Fomento otorgan créditos de entre US $40 y US $45 mil millones (Banco 

Mundial, 2019, BID, 2019, CAF, 2019) por año en la región, que contrasta con requerimientos para 

construir una infraestructura económica y social que pueden llegar a representar entre US$340 mil 

y US $1,100 mil millones en 2030. Los bancos de desarrollo pueden tener un impacto significativo 

al proveer apoyo técnico y financiero para el diseño de estrategias climáticas, estrategias 

financieras, y planes de reformas regulatorias e institucionales que ayuden a redirigir los flujos 

domésticos e internacionales, tanto públicos como privados, para alinearlos con el cumplimiento 

de los objetivos de cambio climático y de sostenibilidad (Delgado et al, 2021; BID y DDPLAC, 2019). 

 
1 Castellani, et al., (2019) estiman el gasto necesario para atender simultáneamente el desafío de la 

infraestructura y de la pobreza extrema, el cual estiman en 10.6% del PBI, que sube a 16% si se incorporan 

los desafíos de la mortalidad infantil y finalización de secundaria. Restamos 5% que corresponden a nuestra 

estimación de gasto necesario en infraestructura para obtener los 6% y 11% en el texto.   
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El resto del documento está estructurado de la manera siguiente. La sección 1 destaca la urgencia 

y magnitud del reto del cambio climático. La sección 2 compila evidencia sobre costos de alinear el 

gasto en infraestructura con los objetivos climáticos. Un apéndice describe cambios necesarios en 

sectores específicos e incluye una síntesis de la revisión de literatura sobre los requerimientos de 

inversión. La sección 3 revisa rezagos y gasto sociales requerido para asegurar una transición justa. 

La sección 4 cubre reformas institucionales y regulatorias necesarias para alinear el gasto público, 

privado e internacional con los objetivos climáticos. 

1. La urgencia y magnitud del reto del cambio climático 

El cambio climático es una barrera al desarrollo 

El cambio climático tiene impactos económicos, sociales y ambientales significativos, con múltiples 

consecuencias en todos los sectores. Los efectos negativos del cambio climático impactan a las 

actividades agrícolas e industriales, a la infraestructura productiva, la salud de la población, la 

productividad laboral, la pobreza, la desigualdad, la migración, los conflictos sociales y la 

biodiversidad y los ecosistemas (IPCC, 2014; Hallegatte et al, 2015).   

Los impactos del cambio climático sobre la producción son sustanciales, aunque difíciles de 

cuantificar. Estudios recientes indican que temperaturas por arriba de la norma histórica afectan la 

producción económica entre 1% a 4% del PBI por grado centígrado de temperatura adicional, con 

efectos más pronunciados en países y regiones cálidas y en países pobres y en desarrollo (Acevedo 

et al., 2018; Kahn, et. al., 2019, Newell et al., 2021; Kalkuhl y Wenz, 2020). 

Estas estimaciones no reflejan el costo total y los riesgos del cambio climático. Muchos de los 

impactos del cambio climático no se asocian directamente con las variaciones anuales promedio 

de temperatura. Por ejemplo, un aumento promedio de la temperatura global puede traducirse en 

un incremento mucho más pronunciado de la temperatura a nivel regional o local, conllevando a 

costos regionales más elevados. Además, deben considerarse los efectos de la temperatura fuera 

de la variación histórica sobre las actividades económicas, los puntos de inflexión y de no retorno 

del sistema climático, y la presencia de efectos de reforzamiento y que se acumulan en el tiempo. 

También, los impactos económicos de diversas manifestaciones del cambio climático, como el alza 

del nivel del mar o el cambio en los patrones de precipitación inducen daños que no han sido 

valorados monetariamente como es el caso en bosques y ecosistemas, o el deterioro y la 

desaparición de un ecosistema. Estos daños no necesariamente afectan directamente a la 

economía de manera que no están capturados en estas estimaciones econométricas, pero pueden 

representar impactos significativos en el futuro.    

El costo total del cambio climático no se puede predecir con precisión. Sin embargo, existen 

algunas estimaciones del costo total del cambio climático basadas en la agregación de estudios 

científicos y opinión de expertos que sugieren que los costos pueden ser muy altos, por ejemplo, 

16% del PBI a 3oC o hasta 99% a 12oC para algunas regiones o para la economía global (Howard y 

Sterner, 2017, Kahn et al., 2019, Acevedo, et al., 2018).  

Algunos estudios cuantifican los costos de impactos específicos del cambio climático. Por ejemplo, 

se proyecta que las inundaciones costeras podrían generar pérdidas anuales aproximadas por US 

$1 mil millones en las 136 ciudades costeras más grandes del mundo con un aumento del nivel del 

mar de entre 20 cm y 40 cm al 2050 (Hallegatte, 2013) y se estima que los daños por desastres 
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naturales, incluyendo eventos climáticos extremos en América Latina y el Caribe, fueron de 

102,700 millones entre 2010-2019 (Cavallo, et al., 2020, pp. 160). 

El cambio climático tiene, además, impactos sociales que no se ven reflejados en las estimaciones 

de su costo macroeconómico. Los hogares y países más pobres tienden a estar más expuestos, ser 

más vulnerables, y tener una menor capacidad a hacer frente a las consecuencias del cambio 

climático como desastres naturales, enfermedades transmitidas por el agua o los mosquitos, olas 

de calor, y precios más altos de los alimentos (Hallegatte et al., 2018, 2019a). Por ejemplo, las olas 

de calor destruirán el equivalente de 2.5 millones de empleos en 2030 en la región, al reducir la 

productividad laboral (ILO, 2018). Los trabajadores del sector informal, como vendedores 

ambulantes y agricultores, serán los más afectados. Asimismo, el cambio climático aumenta la 

desigualdad y la pobreza (Saget et al, 2020). Se estima, por ejemplo, que los impactos del cambio 

climático sobre los desastres naturales, la salud y los precios de los alimentos empujará a entre 30 

y 130 millones de personas a la pobreza extrema a nivel mundial en 2030, un efecto de magnitud 

similar al de la pandemia de COVID-19 (Jafino et al., 2020). 

El cambio climático también puede impactar las migraciones. La caída de los rendimientos 

agrícolas y la disponibilidad de agua y la presencia de eventos climáticos extremos inducirán 

negativamente en la seguridad alimentaria e intensificarán los procesos de migración masiva que 

se estiman que incluya en la región alrededor de 17 millones de personas, que representa el 2.6% 

de la población en la región (Rigoud et al., 2018). 

Finalmente, el cambio climático aumentará los riesgos en el sector financiero. Por ejemplo, 

incidirá en las clasificaciones de crédito de los países con un consecuente aumento de las tasas de 

interés en la deuda soberana (Klusak, et al., 2021).  

Los países necesitan transitar a economías resilientes al clima y descarbonizadas 

para el 2050 

Los impactos del cambio climático seguirán ocurriendo por décadas no obstante que se 

instrumenten los procesos de mitigación, por lo que los países necesitan adaptarse y construir una 

resiliencia de todos sus sistemas productivos, en su infraestructura, en sus sistemas de protección 

social, del sistema financiero y para preservar sus activos naturales. La buena noticia es que cada 

dólar invertido en hacer la infraestructura más resiliente representa cuatro dólares en impactos 

evitados (Delgado, et al., 2021), que aumentar la resiliencia de la economía y mejorar los sistemas 

de protección social y de salud tiene, además, beneficios de desarrollo muy superiores a sus costos 

(Hallegatte et al., 2018, 2019).  

Para contener el aumento de la temperatura global cerca de 1.5C, todos los países del mundo 

deben reducir sus emisiones netas de gases de efecto invernadero (GEI) a cerca de cero alrededor 

de 2050 (Fay et al, 2015; IPCC, 2018). Alcanzar cero emisiones netas, o descarbonizar la economía, 

significa reducir las emisiones de carbono producidas por la actividad humana y compensar las 

emisiones restantes, por ejemplo, aumentando la cobertura forestal.  

Las emisiones de gases de efecto invernadero (GEI) de la región provienen en gran mayoría (94%) 

del suministro de servicios energéticos (incluyendo transporte y vivienda) y de alimentos (WRI-

CAIT, 2021). El uso de combustibles fósiles para la generación de energía y el transporte 

representan casi la mitad de las emisiones totales (44%), en forma de dióxido de carbono (CO2), y 
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cubren las dos fuentes de emisiones que aumentan más rápido: el transporte en auto privado y la 

generación eléctrica a base de gas natural. Dentro del sector agrícola, las emisiones provienen 

principalmente, en forma de óxido nitroso (N2O) del uso de fertilizantes artificiales, y en forma de 

metano (CH4) de la digestión del ganado. Además, la agricultura y ganadería usan tierra que 

compite con bosques y otros sistemas altos en carbono, y es entonces la principal causa de la 

deforestación, que produce más de un quinto (21%) de las emisiones de GEI en la región (véase 

párrafo siguiente). El resto de las emisiones provienen por 6% de los residuos y 4% de los procesos 

industriales (WRI-CAIT, 2021). 

En un mundo con tierras arables finitas y una demanda de alimentos creciente en el tiempo, la 

deforestación proviene de la competencia entre el uso de tierras para producir alimentos 

biocombustibles, y otros insumos; y su uso para mantener y recuperar ecosistemas y hábitats para 

la biodiversidad y la captura de carbono (Searchinger et al., 2019, Svenson et al, 2021). En este 

marco, la agricultura es la principal causa de deforestación en el mundo (Searchinger et al, 2019). 

Dentro de ella, la producción de carne de res ocupa cerca del 80% de las tierras arables, 

directamente en pastos, o indirectamente, por ejemplo, en cultivo de soja para alimentar el ganado 

(ibid.). América Latina y el Caribe es parte de esta dinámica, con el consumo de carne de res por 

cápita más alto del mundo (Searchinger et al, 2019).2 Por la misma razón, la producción de 

biocombustibles a partir de cultivos no es en general una solución para reducir emisiones de gases 

de efecto de invernadero al considerarse su impacto sobre la competencia del uso de tierras 

(Searchinger et al, 2019). 

Casi todos los países en la región se han adherido al objetivo de alcanzar la neutralidad de carbono 

al 2050, o han declarado que están trabajando en ello (Calero et al., 2020). América Latina y el Caribe 

puede alcanzar una economía con cero emisiones netas al 2050. Para ello cinco tipo de acciones 

inmediatas son esenciales (Fay et al, 2015; BID y DDPLAC, 2019; Bataille et al, 2020): (i) eliminar la 

generación de electricidad basada en combustibles fósiles, cambiando a fuentes libres de carbono, 

como la energía eólica, solar, hidráulica y geotermal; (ii) utilizar electricidad en lugar de 

combustibles fósiles en el transporte, la industria, la cocina y la calefacción; (iii) reducir el uso de 

transporte privado, aumentar el uso transporte público, el caminar, el uso de la bicicleta y el 

teletrabajo; (iv) mejorar las prácticas agrícolas, incluyendo fomento de prácticas de agroforestería, 

sistemas silvopastoriles, y reducción del uso de fertilizantes, y (v) detener y revertir la reducción de 

la cobertura forestal y el deterioro de los ecosistemas. En este contexto, toda la inversión y 

planeación en infraestructura debe tomar en cuenta los objetivos de la sostenibilidad (Bhattacharya 

et al, 2019).  

Lejos de ser un sacrificio, estas transformaciones pueden crear 15 millones de empleos netos 

nuevos, y agregar 1% de crecimiento económico en la región al 2030 (Saget et al, 2020; Cavallo y 

Powell 2021). Estudios del BID en Perú y Costa Rica muestran que llegar a cero emisiones netas tiene 

un beneficio económico neto de 140 y 41 mil millones de USD, respectivamente, al 2050 (Quirós-

 
2 La región es un importante exportador de alimentos. Saget et al (2020) estiman que el 15 por ciento de las 
emisiones de GEI del sistema alimentario en América Latina y el Caribe corresponde a sus exportaciones 
hacia el resto del mundo. Además, el 21 por ciento de las tierras destinadas a la agricultura y la ganadería en 
la región y el 19 por ciento de las emisiones por deforestación corresponden a exportaciones. 
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Tortós et al., 2021, Groves et al., 2020). En Chile, un estudio similar encuentra un beneficio de 5% 

del PBI en 2050 (Benavides et al, 2021). En el sector de uso del suelo, la adopción de prácticas 

sostenibles y de agricultura regenerativa, puede dar lugar a un aumento de la productividad agrícola 

y ganadera, mientras una mayor captura de carbono por los bosques genera mayores servicios 

ecosistémicos, tales como el suministro de productos forestales no maderables, los beneficios para 

el agua y el suelo, almacenamiento y secuestro de carbono y apoyo al turismo y al patrimonio 

cultural (Groves et al, 2020; Quiros-Tortos et al, 2021).  

En el sector energía, el menor costo de las fuentes de energía renovable es el beneficio más 

importante. En el sector transporte, los beneficios económicos derivados del ahorro de energía, el 

menor número de accidentes, el tiempo ahorrado gracias a la reducción de la congestión vehicular 

y la disminución de los efectos negativos de la contaminación atmosférica en la salud pueden 

compensar con creces los costos iniciales del cambio a vehículos eléctricos y de la construcción de 

infraestructura para un transporte público con cero emisiones netas. El ahorro de energía en 

edificios, el aumento de la eficiencia en la industria y el valor económico de los materiales reciclados 

y del agua tratada también generan beneficios (Groves et al, 2020; Quiros-Tortos et al, 2021).  

Las Contribuciones Nacionalmente Determinadas (NDCs) no son suficientes y 

requieren reforzarse 

Como parte del Acuerdo de Paris, los gobiernos han diseñado varias versiones de planes para 

reducir las emisiones para 2030, conocido como Contribuciones Determinadas a Nivel Nacional 

(NDC, por sus siglas en ingles).  El primer conjunto de NDC no estaba alineado con los objetivos de 

descarbonización al 2050. Por ejemplo, globalmente, las NDC tales como existían en 2018 

permitían emisiones de 52 a 58 GtCO2eq en 2030, en lugar de las 15 GtCO2eq a 30 GtCO2eq 

necesarias para cumplir con la meta de 1,5°C (UNEP, 2018). Esto era cierto también en la región, 

por ejemplo, cumplir con esas NDCs no aumentaría el porcentaje de fuentes de electricidad libres 

de carbono, sino que ampliaría el rol del gas natural. Esto no es consistente con los objetivos del 

acuerdo de Paris y la descarbonización de largo plazo, y crea un riesgo al permitir la inversión en 

tecnologías que podrían transformase en activos varados durante la transición (González-

Mahecha, et al., 2019, Binsted, et al., 2019).   

Las metas al 2030 de las nuevas NDCs tampoco están alineadas (UNEP, 2021). Mas de 120 partes 

del acuerdo de Paris, incluyendo grandes emisores como China, Estados Unidos, India, y la Unión 

Europea han actualizado sus NDCs desde el Acuerdo. Doce países de la región también lo hicieron. 

Sin embargo, estas tienen un impacto muy limitado en 2030, reducen las emisiones proyectadas 

en solo un 7,5%, en comparación con las NDC anteriores, en vez del 30-55% necesario para limitar 

el calentamiento entre 1.5 y 2 °C (UNEP, 2021).  

Los objetivos de largo plazo anunciados por los países, si son todos implementados, podrían 

limitar el aumento de la temperatura a 1.9 °C (Meinshausen et al, 2022). Varios países anunciaron 

objetivos de reducción de emisiones de largo plazo, típicamente cero emisiones netas al 2050,3 en 

sus NDCs o sus estrategias climáticas de largo plazo (LTS). Si estos se implementan, el aumento de 

temperatura podría limitarse debajo de 2C. Sin embargo, no existen, en la mayoría de los casos, 

 
3 China son dos importantes excepciones, ya que sus metas son para 2060 y 2070 respectivamente.  
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estrategias concretas para implementar las metas de largo plazo anunciadas – Costa Rica y Chile 

en la región son dos excepciones notables (CAT, 2021).  

Mas allá de implementar sus NDCs tal como existen, los gobiernos de la región deben diseñar e 

implementar estrategias climáticas que permitan llegar a cero emisiones netas y a una economía 

resiliente al clima alrededor del 2050 (BID y DDPLAC, 2019). Estas estrategias deben construirse 

involucrando a todos los sectores de la economía y haciendo consistente los objetivos de 

desarrollo del país con los objetivos climáticos. Para ser útiles, deben identificar las 

transformaciones que son necesarias en cada sector a lo largo del tiempo empezando 

inmediatamente, evitando inversiones en s de alto contenido de carbono que implican emisiones 

difíciles de evitar en el futuro. Esta información es esencial para actualizar las NDCs y alinearlas 

con los objetivos de resiliencia y descarbonización profunda de largo plazo. Las estrategias de 

largo plazo también son útiles para identificar las barreras regulatorias, económicas, fiscales o 

sociales a la descarbonización, anticipar ganadores y perdedores, y diseñar estrategias de políticas 

públicas que permitan remover esas barreras y asegurar una transición justa e inclusiva (Gobierno 

de Costa Rica, 2019; Saget et al., 2020, BID y DDPLAC 2019).  

2. Infraestructura para cumplir con las metas de cambio climático 

Las metas climáticas suman al déficit de inversión en infraestructura en la región  

La inversión en infraestructura en América Latina y el Caribe es inadecuada para proveer de 

servicios básicos de calidad a la población (Cavallo, et al., 2020). La inversión en infraestructura 

represento el 2.8% del PIB anual en promedio entre 2008-2018, aproximadamente US$125 mil 

millones por año (Serebrisky, et al, 2020, pp. 40) y donde el 2.3% corresponde a inversión pública y 

0.5% a inversión privada (Infralatam, 2021). Esto es un nivel inferior a otras regiones del mundo 

(Fay, et al., 2017). Este nivel de inversión se traduce en déficits de acceso y calidad de servicios, 

como provisión intermitente y apagones en electricidad, una provisión de agua insuficiente y de 

baja calidad con pérdidas significativas y la carencia o mala calidad de los servicios de transporte 

en referencia al promedio internacional (Cavallo, et al., 2020, Fay, et al., 2017, Serebrisky, et al., 

2018). 

La inversión anual en infraestructura necesaria para el cumplimiento en América Latina y el Caribe 

de los objetivos de desarrollo sostenible, incluyendo objetivos de resiliencia y descarbonización, se 

ubica en alrededor de 5% del PIB que representa aproximadamente US $279 mil millones en 2019, 

con un rango probable entre 2% y 8% del PIB (Serebrisky y Suárez-Alemán, 2019; Rozenberg y Fay, 

2019). 4 Esto representa entre US $111 mil y US $447 mil millones anuales en 2019.5 Los rangos en 

la estimación de la inversión en infraestructura requerida son amplios ya que existen varias 

soluciones que permiten llegar a cero emisiones netas, las estimaciones dependen de las 

trayectorias de crecimiento y demográficas, de las tecnologías, de la calidad y de la inclusión de 

 
4 Los siguientes estudios llegan a conclusiones y con rangos de estimación similares: Perrotti y Sánchez, 
2011, Kohil y Basil, 2010, Ruiz-Nuñez et. al., 2015, Fay y Yepes, 2003, Fay y Morrison, 2007, CAF, 2011, 
Serebrisky, 2014, Serebrisky et al., 2015, Serebrisky y Suárez-Alemán, 2019, Serebrisky, et al, 2018, Gaspar, 
et al., 2019, Schmidt-Traub, 2015, Fay et al., 2017. Cavallo et al., (2020) estiman un rango de inversión en 
infraestructura de entre 4% y 7% del PBI para América Latina y el Caribe.  
5 Las estimaciones utilizan dólares constantes a precios de 2010 y un escenario con recuperación del PIB de 
América Latina y el Caribe en 2021 y una tasa de crecimiento promedio anual de 2% entre 2022-2030. 
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costos de mantenimiento y operación, de las políticas públicas y de la incorporación de las 

opciones basadas en la naturaleza (Rozenberg y Fay, 2019).  

La inversión en infraestructura tiene que alinearse con los objetivos climáticos 

Incorporar la necesidad de resiliencia en la construcción de infraestructura tiene un costo 

adicional modesto, de entre 3% y 10% del costo de la infraestructura (entre US $8 mil y US $28 mil 

millones en 2019), y que puede inducir beneficios 4 veces más altos (Cavallo, et. al., 2020).   

Cumplir con el objetivo de descarbonización del sistema energético tiene un costo marginal nulo, 

o negativo, especialmente al tomar en cuenta los costos en mantenimiento y operación y la 

continua reducción de los costos para la generación de energías renovables (Rozenberg y Fay, 

2019). La energía renovable actualmente ya es la más barata del mundo (IEA, 2021). En muchos 

mercados, los vehículos eléctricos ya son más baratos que los vehículos de diésel y gasolina a lo 

largo de su vida, gracias a gastos operativos y de mantenimiento menores, y a que el costo de las 

baterías continúa bajando (BNEF, 2018; IEA 2020).  

De este modo, la brecha media de inversión en infraestructura se ubica en alrededor de 2.2% del 

PBI (US $123 mil millones anuales en 2019) y se concentra en los sectores de energía y transporte, 

y en menor medida en agua y saneamiento y telecomunicaciones (Infralatam, 2021, Serebrisky et 

al., 2018). Estos sectores son centrales para alcanzar una economía descarbonizada y resiliente. 

Cumplir con los objetivos climáticos requiere entonces reorientar el conjunto de las inversiones en 

infraestructura, tomando en cuenta objetivos de descarbonización y resiliencia desde su 

planeación y diseño, pero no necesariamente requiere una inversión adicional. Estas inversiones 

deben realizarse tomando en cuenta las metas de descarbonización y resiliencia desde su diseño. 

Por ejemplo, reducir las emisiones no consiste en construir una central de gas natural, y luego 

gastar más para agregar un filtro, sino que requiere acordar desde un principio que la nueva 

inversión tiene que ser en fuentes descarbonizadas como renovables. Otro ejemplo: construir una 

nueva carretera lejos de la costa, para evitar inundaciones debido al aumento del nivel del mar, 

puede ser mucho más barato que construir la misma carretera en zona inundable, y luego gastar 

más en construir protecciones. Por ello son importantes las estrategias climáticas que permitan 

anticipar los objetivos de largo plazo en la planeación del gobierno y administrar los riesgos 

apropiadamente, el apéndice incluye ejemplos de cambios necesarios en cada sector. 

3. Gasto social para asegurar una transición justa  
La transición hacia cero emisiones netas creará ganadores y perdedores, con posibles impactos 

sociales negativos en caso de que no sean abordados cuidadosamente. Las estrategias climáticas 

de largo plazo bien diseñadas permiten asegurar una transición justa. La transición justa se define 

con tres componentes (Saget et al., 2020, EIB, 2021). Primero, maximizar los beneficios 

económicos y sociales de la transición. Segundo, anticipar, minimizar y compensar impactos 

negativos a través de políticas específicas y medidas complementarias. Tercero, considerar e 

incluir a todas las partes interesadas de las políticas climáticas, a través de consultas y campañas 

de comunicación antes de implementar las reformas.  
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Las políticas climáticas deben ir acompañadas de otras políticas que faciliten la reubicación de los 

trabajadores y su recapacitación,6 fomenten el trabajo decente en las zonas rurales, ofrezcan 

nuevos modelos empresariales y apoyen a los trabajadores desplazados (Saget et al., 2020). 

Durante la transición hacia una economía de cero emisiones netas se podrían destruir en la región 

7,5 millones de puestos de trabajo en los sectores de generación de electricidad a partir de 

combustibles fósiles, extracción de combustibles fósiles y la producción de alimentos de origen 

ganadero consecuencia del control de la expansión de la frontera agropecuaria en 2030 (Saget et 

al., 2020). Sin embargo, nuevas oportunidades de empleo compensarán con creces dichas 

pérdidas, ello mediante la creación de 22,5 millones de puestos de trabajo en el sector agrícola, en 

la producción de alimentos de origen vegetal, en las energías renovables, en el manejo forestal y 

en la construcción y la manufactura (Saget et. al., 2020).  

Apoyar a las comunidades afectadas también es importante para la transición justa (Saget et. al., 

2020). Por ejemplo, se estima que cerrar las centrales a carbón en Chile destruirá 4,000 puestos de 

trabajos concentrados en 6 municipalidades (Viteri, 2019). En las comunidades más afectadas, 

cerca de un 7% de la población trabaja en una central a carbón. Inversiones públicas, por ejemplo, 

aquellas para apoyar la educación y la capacitación laboral o transferencias al desempleo, pueden 

entonces ayudar a las comunidades a crear nuevas oportunidades de empleo. 

En este sentido, la protección social y las estrategias de compensación son esenciales para 

amortiguar los costos sociales de la descarbonización. Por ejemplo, el 30% de los ingresos 

asociados a un precio al carbono en la región serian en principio suficientes para financiar 

transferencias monetarias que compensen a los hogares pobres y vulnerables por su impacto 

sobre precios de la comida, transporte, y electricidad (Vogt-Schilb et. al., 2019).7   

Además, la protección social es una medida eficiente para reducir el impacto de desastres 

naturales en los hogares y en fomentar la resiliencia ante los impactos del cambio climático 

(Solórzano y Cárdenes, 2019). Por ejemplo, las transferencias monetarias pueden usarse como un 

mecanismo de seguro implícito contra el impacto de los desastres naturales, particularmente si los 

gobiernos se preparan financiera e institucionalmente en procesar pagos rápidamente después de 

los desastres naturales (Hallegatte et. al., 2019). La respuesta de los gobiernos a la pandemia de 

COVID-19 demuestra la efectividad de este enfoque (Lowe et al 2021).  

Mas generalmente, la pobreza, la desigualdad, y la falta de acceso a servicios de salud son 

determinantes de la vulnerabilidad de los países antes los impactos del cambio climático 

(Hallegatte et al, 2015, 2016). Por ejemplo, uno de los impactos del cambio climático es aumentar 

la extensión geográfica de enfermedades transmitidas por mosquitos (como zika, fiebre amarilla, o 

dengue). El acceso a servicios de salud básicos es clave para proteger a la población contra estos 

impactos. De este modo, una transición justa hacia una economía resiente y descarbonizada 

implica avanzar simultáneamente en la implementación de políticas puramente climáticas y en la 

 
6 Para que los trabajadores puedan contribuir a una economía descarbonizado, bien sea en su sector de 
actividad actual, si las ocupaciones cambian, o en otro sector, si el sector tiene que reducir su tamaño 
durante la transición.  
7 El estudio asume impactos lineares del impuesto al carbono sobre precios – la cifra de 30% entonces es 
válida por cualquier monto del impuesto al carbono. 
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provisión de servicios de calidad, la eliminación de la pobreza, la mejora de la salud y la generación 

de empleos de calidad basado en el aumento de la productividad y los niveles educativos.  

El gasto social requerido en la región está entre 5 y 11%. Por ejemplo, Filgueira y Espíndola (2015) 

estiman que se requiere alrededor de 5.2% del PBI para configurar un sistema universal de 

transferencias monetarias para adultos mayores de 65 años y hogares con hijos menores de 18 

años. Este costo se puede disminuir a 2.8% del PBI de entregarse una sola prestación a cada hogar 

que cubra la línea de pobreza. Castellani et al. (2019) estiman el gasto necesario en la región para 

cerrar la brecha de infraestructura (véase sección presente) y eliminar la pobreza extrema, y 

encuentran que es necesario gastar 10.6% del PBI al 2030 (aproximadamente US $715 mil millones 

en 2030). Su estimación aumenta al 16% del PBI en 2030 (US $1,079 mil millones en 2030), si 

incluyen, además, la reducción de la mortalidad infantil de menores de 5 años y la finalización de 

la secundaria. Estas estimaciones dan una idea de la orden de magnitud del gasto necesario para 

garantizar buenos desempeños de salud, educación, e eliminación de la pobreza, que son 

necesarios para construir la resiliencia de la región ante los impactos del cambio climático y 

facilitar una transición justa. 

4. Financiamiento, política fiscal y regulaciones verdes  
Los flujos financieros en la región para cumplir con los objetivos climáticos actualmente resultan 

insuficientes. Los flujos financieros públicos y privados deberán aumentar y reorientarse de forma 

consistente con una economía resiliente y con cero emisiones netas. 

Enverdecer el gasto público  

Para asegurar que la inversión pública sea consistente con los objetivos climáticos son necesarias 

varias reformas regulatorias e institucionales (Delgado et. al., 2021). Los gobiernos pueden 

desarrollar estrategias climáticas multisectoriales de largo plazo que busquen alcanzar la carbono-

neutralidad y la resiliencia climática al 2050, alinear todas las estrategias y planeaciones 

sectoriales con la estrategia climática, e incorporar criterios de descarbonización y resiliencia en 

los sistemas de inversión y presupuestos públicos. Ello favorece una mayor eficiencia económica, 

reduce el riesgo de invertir en activos varados y envía una señal de mercado al sector privado 

sobre la importancia de las metas climáticas.  

El manejo del impacto de los desastres naturales es parte esencial de una política de adaptación 

(OECD, 2021c; Hallegatte et al, 2017). Estos triplicaron su frecuencia y sus costos para la región 

pasaron de US$7,400 a US $103 mil millones entre los 1970s y los 2010s (Cavallo, et al., 2020). La 

frecuencia anual promedio por país en la región se incrementó en más del 50% en las últimas 

décadas, pasando de 0,20 durante el período 1980-2000 a 0,30 entre 2001 y 2019 (Delgado, et al., 

2021). Los desastres naturales ocasionan daños en la infraestructura como en agua y saneamiento, 

en carreteras y puentes, deserción escolar, disrumpen los circuitos económicos e inciden en las 

finanzas públicas. La ocurrencia de un evento climático extremo se asocia a un incremento del 

déficit fiscal del 0.8—1.1% del PBI. Ello sugiere un impacto fiscal anual en América Latina y el 

Caribe para el período 2001-19 de los eventos climáticos extremos de entre el 0,2% y el 0,3% del 

PIB (Delgado, et al., 2021).   

Una gestión de riesgo eficiente requiere de un enfoque integral, que incluya, entre otros, 

identificación del riesgo, mejores códigos de construcción, mejor planificación territorial y de 
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cuenca, análisis del impacto presupuestario del riesgo, y preparación financiera, incluyendo el uso 

de instrumentos financieros de seguro y reaseguro (Delgado, et al., 2021; OECD, 2021c). El Índice 

de Gobernabilidad y Políticas Públicas en Gestión de Riesgos de Desastres (iGOPP) desarrollado en 

el BID provee una estimación cuantitativa de la preparación de los gobiernos antes el riesgo de 

desastres naturales a lo largo de diferentes dimensiones. Se estima que un aumento de 1% del 

iGOPP conlleva a una reducción promedio del 3% de las víctimas mortales y de hasta un 6% de las 

pérdidas económicas por desastres (Delgado, et al., 2021). El desarrollo de un sistema de 

administración de riesgos permitirá reducir los impactos de los desastres naturales en las finanzas 

públicas y contribuir a configurar un mercado de capitales consistente con los Acuerdos de Paris 

de cambio climático.  

Enverdecer la política fiscal 

Los gobiernos también deben alinear sus estrategias fiscales con los objetivos climáticos (Delgado, 

et al., 2021; Cárdenas et al, 2021).  

La dependencia a recursos fiscales derivados de la producción de hidrocarburos es un riesgo al 

mediano plazo. Entre 2013 y 2018, las ventas de combustibles fósiles representaron más del 5% de 

los ingresos públicos en Bolivia, Trinidad y Tobago, Ecuador y México (OECD, 2021a). Sin embargo, 

a medida que avance la transición energética mundial, la demanda de petróleo de la región 

se reducirá y la recaudación disminuirá. Se estima que en escenarios que cumplen con los 

objetivos del acuerdo de parís, la producción de petróleo regional se reducirá un 60% en 2035 en 

comparación con los niveles previos a la COVID-19, y se perderán cerca de US $3 billones 

($3,000,000,000,000, tres millones de millones, o three trillions en inglés) en recaudación fiscal en 

la región (Solano-Rodríguez et al., 2019). Similarmente, el papel que el gas natural juega en la 

economía de la región se reducirá progresivamente, dejando la mitad de las reservas sin explotar, 

y reduciendo los ingresos fiscales asociados hasta un 80% (Welsby et al, 2021).   

Los productores de hidrocarburos deben entonces identificar los riesgos fiscales asociados a la 

transición energética y desarrollar una estrategia que busque reducirlos y gestionarlos (Delgado 

et. al., 2021). Esto implica reducir o cancelar las inversiones que aumentan la dependencia de los 

combustibles fósiles, como las centrales eléctricas de gas natural, y sustituir los ingresos 

procedentes de los impuestos sobre los combustibles fósiles (e.g., Huxman et al, 2019, 2020).  

En otros países, como Uruguay y Costa Rica, los impuestos sobre el consumo de gasolina y diésel 

constituyen una parte importante de su base impositiva – 6 y 11% de sus recursos, 

respectivamente (DGI, 2020, MHDA, 2020). Algunos ejemplos de soluciones son impuestos nuevos 

o reformados sobre la electricidad, la propiedad de vehículos, al valor agregado o eliminar algunas 

excepciones fiscales (IEA, 2019; Rodríguez-Zúñiga, 2021). 

Al mismo tiempo, persisten subsidios al consumo de combustibles fósiles que resultan 

contraproducentes para un proceso de descarbonización. Estos subsidios representaban US$44 

mil millones en el 2017, alrededor de 1% del PBI en el país promedio de la región (Coady et al., 

2019, Delgado et al., 2021). La mayor parte de estos subsidios corresponden a combustibles 

derivados del petróleo. Estos subsidios energéticos proveen incentivos perversos, son costosos 

para las finanzas públicas y resultan muy ineficaces e ineficientes económicamente. Por ejemplo, 

cuesta en promedio US $12 transferir $1 a hogares pobres en la región usando subsidios a la 

energía, mientras que solo cuesta US $2 llegar al mismo resultado usando transferencias 
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monetarias (Feng et. al., 2018). Sin embargo, reformar los subsidios es difícil, pues reformas 

pueden afectar a hogares pobres y ser políticamente difícil. Para facilitar las reformas, gobiernos 

pueden redirigir parte del gasto en subsidios en programas sociales (e.g., Fent et al, 2018; 

Schaffitzel et al, 2019), y, más generalmente, diseñar políticas de compensación en un proceso de 

consulta públicas con los actores afectados (Rentschler and Bazilian, 2017). 

El uso de impuestos ambientales en la región es incipiente. Los ingresos fiscales ambientales en la 

región representan alrededor del 1.2% del PIB en 2019, por abajo del promedio de la OCDE (OCDE, 

2021a). Por ejemplo, el precio al carbono se aplica actualmente sólo en Argentina, Chile, Colombia 

y México en un rango inferior al US $6ton/CO2 (WB, 2021). Ello provee de un incentivo 

correspondiente a tan solo US$0,01 por litro de gasolina (despreciable comparado con las 

variaciones diarias del precio del petróleo), y genera una recaudación fiscal inferior al 0.1% del PIB 

en estos países en 2020. Esto contrasta con recomendaciones internacionales de aplicar precios al 

carbono de alrededor de $40 y $80 por tonelada de CO2 para 2030, o incluso precios más elevados 

para facilitar el cumplimiento de los objetivos del Acuerdo de París (Stiglitz et al, 2017, Stern y 

Stiglitz, 2021).  

Las reformas tributarias verdes podrían contribuir a proveer fondos que cubran parte del gasto 

necesario para alcanzar las metas climáticas, y generar las señales de precios y los incentivos 

económicos que contribuyen al proceso de descarbonización de la economía, a condición de que 

tomen en cuenta y compensen impactos negativos sobre hogares y empresas vulnerables 

(Delgado et al, 2021,). Sumando los ahorros asociados a la eliminación de subsidios energéticos, la 

recaudación asociada a un impuesto al carbono (de $40/tCO2), y la recaudación asociada a otros 

impuestos verdes como aquellos destinados a internalizar el costo de la contaminación del aire y 

de la congestión vehicular, y la región podría recaudar US $224 mil millones por año (Coady et. Al. 

2019). El 30% de estos ingresos serian en principio suficientes para financiar transferencias que 

compensen a los hogares pobres y vulnerables por su impacto sobre precios de la comida, 

transporte, y electricidad (Vogt-Schilb et. al., 2019). Estos procesos de compensación son 

fundamentales para una transición justa. 

Enverdecer el gasto privado e inversión extranjera 

Reorientar la inversión privada hacia soluciones climáticas es también esencial. Para apoyar el 

despliegue de una generación eléctrica a base de solar y eólica, por ejemplo, las subastas han 

tenido mucho éxito. Reformas regulatorias, por ejemplo, en materia de orden de uso de las 

centrales existentes, medición neta o conexiones a líneas eléctricas de alta tensión, también son 

necesarias. Para apoyar la electromovilidad, destacan opciones como esquemas fiscales que 

incentiven la compra de vehículos eléctricos o reformas en la licitación de servicio de autobuses 

(Beltrán et al, 2021). La actualización de las prácticas agrícolas y ganaderas puede ser apoyada con 

servicios de capacitación agrícola, y reformas de subsidios. Finalmente, el aprovechamiento de los 

bosques y otros ecosistemas para capturar carbono pueden apoyarse en el pago por servicios 

ambientales. Estas reformas regulatorias son esenciales en todos los sectores para atraer el gasto 

y la inversión privada. La inversión privada depende también de reformas de precios y de la 

conformación de una estructura de subsidios y penalizaciones económicas consistentes con la 

descarbonización.  
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Alcanzar las metas climáticas requiere además cambios en el destino y la dinámica de la Inversión 

Extranjera Directa (IED). La IED representó el 3.2% (US $179 mil millones) del PBI de la región en 

2019 (CEPAL, 2020b, pp. 11) y no está alineada aun completamente con los objetivos climáticos. 

Por un lado, la IED contribuye a la construcción de una economía baja en carbono. Por ejemplo, 

entre 2015-2019, 15.5% de la IED se concentró en energías renovables con un monto de US 

$21,000 millones en 2019, los países donde se realizaron los anuncios de IED dirigidos a las 

energías renovables fueron principalmente Brasil, Chile, México y Colombia (CEPAL, 2020b, pp. 

40); por otro lado, persisten inversiones en actividades con alto contenido de carbono.  Así, la IED 

en los productos derivados del petróleo y carbón representan US $38,212 millones de dólares de 

la inversión extranjera en Brasil y México en 2019 (países que concentran el 92% del peso de este 

sector de 2010 – 2019 (CEPAL, 2020b, pp. 33, 34 y 35). 

Para transformar esta dinámica y estructura de la inversión privada y de la IED en la región es 

indispensable instrumentar una estrategia de regulaciones e incentivos económicos, incluyendo 

una política fiscal ambiental y de financiamiento adecuada, que desincentive a la inversión en 

actividades con alto contenido en carbono y promueva una nueva inversión con importantes 

cadenas de valor en la región (Delgado et al, 2021). 

La deuda es el principal canal de financiamiento de la inversión en la región (Cavallo et al., 2020). 

Los mercados de bonos verdes pueden contribuir a financiar la acción climática. Por ejemplo, los 

mercados de inversión sostenibles globales son de alrededor de US $31 mil millones en 2018 

(Delgado, et. al., 2021, pp. 100). La reorientación de los fondos de pensiones, que en la región 

gestionan, aproximadamente, US $3 billones, o trillons en inglés (Cavallo, et al., 2020) – también 

pueden contribuir. Para aprovechar estos fondos, los gobiernos necesitan desarrollar metas claras 

de gasto climático y configurar portafolios de proyectos de inversión sostenibles y viables 

económicamente que permitan garantizar que los flujos de recursos de los bonos verdes y de los 

bonos ligados a la sustentabilidad se orienten a la acción climática (Delgado, et. al., 2021, Conde y 

Sanz, 2021).   

Aumentar el financiamiento verde internacional y aprovechar la cooperación técnica 

El financiamiento internacional actual es insuficiente para cerrar las brechas de gasto climático e 

instrumentar las transformaciones estructurales necesarias en las economías de la región.  

El financiamiento de los bancos multilaterales de desarrollo en América Latina y el Caribe es de 

US$40–45 mil millones anuales en 2019. Ello incluye, por ejemplo, US$14 mil millones de 

financiamiento anual del Grupo Banco Mundial (Banco Mundial, 2019), US$16 mil millones del 

grupo Banco Interamericano de Desarrollo (BID, 2019) y de US$ 13 mil millones de la Corporación 

Andina de Fomento (CAF, 2019) en 2019.   

En el caso del BID y del BM, alrededor de 30% de este financiamiento está asociado al cambio 

climático (BID, 2020; BM, 2021). En total, se estima que el financiamiento climático internacional 

para América Latina y el Caribe alcanzo $35 miles de millones anuales en promedio entre 2019 y 

2020 (CPI, 2021). Estos fondos bilaterales o multilaterales permitieron, además, canalizar mayores 

recursos a diversos proyectos, por ejemplo, por cada US $1 de financiamiento del BID se 

movilizaron recursos adicionales por US $ 2.6 (Viguri, et al., 2020).  
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La OECD estima que el financiamiento climático de parte de países desarrollados hacia los de la 

región alcanzó US$12.4 mil millones en 2019 (OCDE, 2021b). Las estimaciones de la OECD 

ponderan los montos prestados por los bancos multilaterales por la participación de los países 

donantes en el capital de estos. Permiten así estimar los flujos que contribuyen a cumplir con la 

promesa de los países desarrollados de destinar $100 mil millones anuales la lucha contra el 

cambio climático en países en desarrollo. En cambio, las estimaciones de CPI estiman todo el 

financiamiento internacional, aun si es un flujo “sur-sur”.  

Conclusión 
Hacer frente el cambio climático requiere una planificación a largo plazo que va más allá de los 

compromisos descritos en las Contribuciones Determinadas a Nivel Nacional actuales. Para 

cumplir con los objetivos del Acuerdo de París, los países del mundo colectivamente deberán 

hacer la transición hacia una economía resiliente y descarbonizada en la primera mitad del siglo 

XXI. Afortunadamente, lograr estos objetivos no es tecnológica o financieramente insuperable, ya 

que no requiere un gasto adicional sustancialmente mayor. Además, la transición generará 

beneficios económicos más altos que sus costos. 

Un desafío consecuente es reorientar una gran parte de los flujos financieros existentes para 

alinearlos con los objetivos de desarrollo sostenible, incluidos los objetivos de transición justa a 

una economía de cero emisiones netas y resiliente. Estimamos que el monto total del gasto anual 

en infraestructura y capital social requerido en América Latina y el Caribe para el año 2030 será de 

472 mil a 1,2810 mil millones de dólares (entre 7% y 19% del PBI). Esta inversión permitiría a la 

región enfrentar los desafíos del cambio climático y encaminarla hacia un crecimiento sostenible e 

inclusivo. 

Se trata de una tarea compleja y sin precedentes, para la cual los gobiernos de la región 

necesitarán apalancar la cooperación internacional para el pilotaje de nuevas soluciones 

tecnológicas, el financiamiento y la coordinación de políticas públicas. Los bancos de desarrollo 

pueden desempeñar un papel importante. Los pasos más obvios son garantizar que su propio 

financiamiento esté alineado con los objetivos climáticos y fomentar la creación y el intercambio 

de conocimiento. Pero el paso más transformador podría resultar aprovechar la palanca del 

financiamiento, al ayudar a los gobiernos a diseñar e implementar estrategias climáticas 

comprensivas, y apoyar las reformas regulatorias e institucionales necesarias para garantizar que 

las finanzas públicas y privadas domésticas y extranjeras estén todas alineadas con los objetivos 

climáticos. 
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Apéndice. Ejemplos de acciones climáticas necesarias por sector 
Este apéndice destaca algunas de las transformaciones más importantes para una llegar a una 

economía resiliente y con cero emisiones netas, con costos asociados cuando fue posible 

encontrar el dato.  

Electricidad  

Existen significativos avances en cobertura y en ampliación de la red eléctrica en la región, sin 

embargo, persisten brechas de cobertura (principalmente en zonas rurales) y en calidad del 

servicio reflejado en intermitencias y apagones. Por ejemplo, un indicador de la calidad de los 

servicios de la infraestructura en la región se ubica entre 3 y 4 en una escala de 1 (bajo) a 7 (alto) 

(Serebrisky, et al., 2020).  

Casi la mitad de la generación de electricidad en la región proviene de centrales hidroeléctricas y las 
energías renovables no convencionales están creciendo. De la electricidad total producida, el 58% 
corresponde a fuentes renovables – 45% de hidroeléctricas, 6% eólica, 5% biomasa, 1% solar y 1% 
geotérmico (Yépez et. Al, 2021). La capacidad total de generación de energía renovable 
prácticamente se duplico en América Central y aumento en 50% en América del Sur entre 2010-
2019 (IRENA, 2020).  

Sin embargo, persisten inversiones en infraestructura eléctrica relacionada al uso de combustibles 

fósiles, en particular en gas natural y gas licuado de petróleo (Gonzalez-Mahecha et al., 2019). Por 

ejemplo, un escenario inercial sugiere que el gas natural tendría aún una participación de 23% en 

la oferta de electricidad en 2040 (Yépez-García, et al., 2019 y Yépez-García, et al., 2018). Estas 

inversiones no son consistentes con los objetivos de Paris, y tienen un alto riesgo de transformarse 

en activos varados durante la transición energética (González-Mahecha et al., 2019, Binsted et al., 

2020). Esta inversión en activos de alto contenido de carbono debe de ser reorientada a fuentes 

descarbonizadas, y los gobiernos deben planear el cierre progresivo de los centrales a carbón, 

diésel, y gas natural, atendiendo los potenciales impactos técnicos, económicos y sociales (Saget 

et al 2020; Delgado et al, 2021).   

Para cumplir con las metas del Acuerdo de Paris, la electricidad debe ser, prácticamente, 

totalmente libre de carbono al 2050 (Audoly et al., 2018). Esto se puede conseguirse aumentando 

la capacidad de generación a base de energía solar, hidroeléctricas y geotérmica. Para ello deberá 

atenderse el desafío de la variabilidad del suministro eléctrico a través de una oferta de 

electricidad flexible y sustentable en nuevas tecnologías como los sistemas de almacenamiento de 

energía y la digitalización que fomente una oferta descentralizada (IEA, 2020, Serebrisky, et al., 

2020). La buena noticia es que los costos de generación eléctrica con energías renovables son ya, 

en general, inferiores a los costos de generación con alto contenido de carbono, y serán cada vez 

más baratos en el futuro (IEA, 2021).  

Además, el sistema de generación y distribución de electricidad debe hacerse resiliente a los 

impactos del cambio climático, incluyendo desastres naturales más frecuentes, cambios de 

precipitaciones y temperaturas, y aumento del nivel del mar (IEA, 2021). 

Así, el uso de electricidad deberá generalizarse en el conjunto de la economía (en transporte, 

edificios e industria) para llegar a cero emisiones netas, lo que requiere una inversión adicional en 

generación eléctrica (IEA, 2021).  
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Un sistema de generación y distribución de electricidad descarbonizado y resiliente ante los 

impactos del cambio climático es esencial para cumplir con el objetivo de desarrollo sostenible 7.1 

“garantizar acceso a energía asequible, fiable, sostenible y moderna para todos”, dado que la 
energía renovable es la más asequible del mundo, y la fiabilidad depende de la resiliencia a 

impactos del cambio climático. Invertir en energía renovable y en electrificar los usos de la energía 

permite alcanzar el objetivo de desarrollo sostenible 7.2 “Para 2030, aumentar considerablemente 
la proporción de energía renovable en el conjunto de fuentes energéticas”.  

En la región, la inversión necesaria para hacer un sector eléctrico descarbonizado, resiliente, e 

incluyente se estima entre 0.90% y 3% del PBI (entre US $503 mil y US $167 mil millones en 2019) 

(Rozenberg y Fay, 2019). 

Transporte 

La construcción de un transporte sustentable de personas y mercancías es fundamental para 

transitar a una economía baja en carbono, en particular atendiendo a la alta proporción y elevado 

dinamismo de emisiones que provienen de este sector. La construcción de un transporte 

moderno, eficiente y a precios accesibles tiene efectos positivos sobre la productividad laboral.    

La demanda de transporte crece rápidamente, principalmente en los centros urbanos y para el 

traslado de mercancías. Las tasas de motorización en la región aumentaron de 127 a 201 vehículos 

por cada mil habitantes entre 2005 y 2015, y seguirán aumento tomando como referencia la tasa 

de motorización de 805 en Estados Unidos y Canadá (Serebrisky y Suárez-Alemán, 2019, Cavallo, 

et. al., 2020). Destaca el aumento de la demanda de transporte privado en las zonas urbanas.  Ello 

refleja la migración de los grupos de ingresos bajos y medios del transporte público al privado 

como consecuencia de un transporte público obsoleto, de baja calidad e inseguro que no cubre las 

necesidades de las nuevas clases medias emergentes en la región (Cavallo, et al., 2020).  

El transporte privado genera importantes externalidades negativas como congestionamiento y 

accidentes viales, contaminación atmosférica local y emisiones de gases de efecto invernadero 

(Coady et al., 2019, Calatayud, 2021). Por eso atender el desafío del transporte requiere 

desacoplar la demanda de transporte privado y de transporte en general de la evolución del 

producto interno bruto. Esto requiere del desarrollo de un transporte público moderno, eficiente e 

incluyente; de infraestructura que facilite el caminar y usar bicicleta; y de una planeación urbana 

que enfoque acceso a centros de empleo, comercio, servicios sociales y entretenimiento en vez de 

enfocar movilidad (OECD, 2021d).  

Existe una inversión significativa reciente en sistemas de transporte rápido (Bus Rapid Transit 

Systems, BRT) que aún es insuficiente para proveer de un servicio adecuado, eficiente y de calidad 

atendiendo al rápido aumento de la demanda. Por ejemplo, Cavallo, et al., (2020) indican que 

América Latina y el Caribe dispone de 1900 km de BRT en 55 ciudades en 10 países8, sin embargo, 

el tiempo utilizado en el transporte público es mayor y la distancia recorrida menor que en las 

economías avanzadas. Es por tanto urgente invertir en una infraestructura para un transporte 

público moderno y eficiente y bajo en carbono consistente con las metas de mitigación.  

 
8 Crote, Galarza y Navas (2020) estiman que en 2020 existen en el mundo alrededor de 180 BRT. 
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Las transformaciones estructurales en el transporte para un proceso de descarbonización 

profunda serán particularmente relevantes en las próximas décadas. Esto es, para alcanzar cero 

emisiones netas, se requiere reducir la participación de los combustibles fósiles en el total de la 

demanda de alrededor de 90% a menos de 75% en 2030 y a 10% en 2050 lo que requiere que los 

autos eléctricos representen el 60% de las nuevas ventas en 2030 y que la venta de camiones 

eléctricos represente el 50% en 2035 (IEA, 2021, pp. 20, pp. 70, pp. 89). Ello debe llevar a 

reducciones de emisiones de CO2 en el sector transporte de 95% para 2050 (IEA, 2021, pp. 133, 

IPCC, 2018, pp. 142).  

En la región, la infraestructura de transporte requerida representa 0.53% y 3.3% del PIB (alrededor 

de entre US $29 y US $184 mil millones en el 2019), en donde destaca que los costos de 

mantenimiento pueden llegar a representar la mitad de la inversión (Rozenberg y Fay, 2019). Los 

costos de la inversión en infraestructura se modifican de manera significativa atendiendo a la 

calidad, el tipo de movilidad y los costos de mantenimiento (Cavallo et al., 2020).  

Persisten, además, en este sector políticas inconsistentes con los objetivos de descarbonización 

profunda. Por ejemplo, países de la región gastan en promedio 1% del PBI en subsidios a la energía 

(Coady et al., 2019). Reformas de precios, para eliminar estos subsidios e imponer diversos 

gravámenes, deben atender a los impactos negativos sobre hogares y empresas (Delgado et. Al., 

2021). Ello debe contribuir a resolver una compleja economía política que dificulta la 

instrumentación de un proceso de descarbonización profunda. Las regulaciones también pueden 

ser una barrera a la descarbonización. Por ejemplo, las licitaciones de servicio de transporte 

público por autobús son a menudo incompatibles con el uso de vehículos eléctricos, y deben 

actualizarse en este sentido (e.g., Ramirez Cartagena, 2020, World Bank 2020).  

Agua y saneamiento  

Ofrecer acceso al agua y saneamiento en condiciones y calidad adecuadas tiene efectos positivos 

en la salud de la población y resulta fundamental para el cumplimiento de los ODS y la 

construcción de una resiliencia a los impactos del cambio climático (Hallegate et. al., 2015, 2017). 

La región experimenta avances en el desarrollo de una infraestructura en agua y saneamiento; 

pero persisten brechas de cobertura y calidad e interrupciones en el servicio (Fay et al., 2017). Por 

ejemplo, se estima que se pierde en fugas más del 30% del agua distribuida y el agua tratada solo 

representa el 30% del total (Fay, et. Al., 2017, Cavallo, et. Al, 2020.). 

Asimismo, la demanda de agua para las actividades agropecuarias representa cerca del 67% de la 

extracción total del agua en la región (FAO, 2013) y aumentará en los próximos años. Ello como 

consecuencia del aumento de la producción agrícola pero también del uso de la irrigación como 

mecanismo de adaptación al cambio climático (Seo y Mendelson 2007). 

Las necesidades de inversión en agua y saneamiento para América Latina y el Caribe están en un 

rango entre 0.32% y 0.65% del PBI, o alrededor de entre US $17 mil y US $36 mil millones en 2019 

(Rozenberg y Fay, 2019). Serebrisky, et al., (2020) estiman que se deberá invertir alrededor de US 

33,000 millones para que dos terceras partes de las aguas contaminadas sean tratadas en 2030. 

Los costos dependen de las metas de cobertura y calidad y de los costos de mantenimiento y 

operación y representan entre el 54% y 58% de los costos totales (Cavallo, et. al., 2020, 

Rozemberg y Fay, 2019).  Además, se requiere para irrigación entre 0.12% y 0.20% del PBI – entre 

US $6 mil y US $11 mil millones (Rozenberg y Fay, 2019).  
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La oferta y la calidad del agua está asociada, además, a los ecosistemas. En efecto, los boques y 

otros ecosistemas contribuyen el ciclo de regulación hídrico y en donde el proceso de extracción 

de fuentes superficiales y acuíferos puede tener efectos negativos en los ecosistemas y por tanto 

en su capacidad de ofrecer los servicios regulatorios de los ecosistemas con consecuencias 

económicas negativas (Cavallo, et al., 2020). Estas relaciones indican la importancia de desarrollar 

soluciones basadas en la naturaleza que tienen efectos positivos económicos, sociales y 

ambientales y resultan costo efectivas (Serebrisky et al., 2020).  

Residuos y economía circular 

La economía en América Latina y el Caribe tiene una escasa capacidad de reciclaje. Esto tiene 
consecuencias negativas en la generación de valor agregado y genera externalidades negativas 
como contaminación de aguas, suelos, aire y el 6% de las emisiones totales de gases de efecto 
invernadero en América Latina y el Caribe. 

La generación de residuos en América Latina y el Caribe fue de, aproximadamente, 541,000 

toneladas/día y se proyecta que aumente a 670,000 toneladas/día en 2050 y donde se observa 

que más de 35,000 toneladas/día no son recolectadas (Programa de las Naciones Unidas para el 

Medio Ambiente, 2018). Actualmente, solo se recicla entre el 1 % y el 20 % mientras que 

aproximadamente el 90 % de los residuos municipales se destina a basurales o se queman, 

alrededor de 15% de los alimentos disponibles se pierde o desperdicia y entre 70% y 80% de las 

aguas residuales no son tratadas (Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente, 

2018). Ello contrasta con los altos porcentajes de reciclaje de países desarrollados. Por ejemplo, el 

70% de las aguas residuales son tratadas en países ricos (Programa de las Naciones Unidas para el 

Medio Ambiente, 2018). La falta de reciclaje implica además pérdidas en agua, fertilizantes y uso 

de tierra.  

Sector agropecuario 

Las actividades agropecuarias enfrentan el reto simultáneo de ofrecer alimentos e insumos a 

precios accesibles para una economía y una población en crecimiento y, al mismo tiempo, limitar 

su uso de tierras, mantener un uso sostenible del suelo y de los recursos hídricos y reducir sus 

emisiones de gases de efecto invernadero (Searchinger, 2019). En un escenario inercial global se 

proyecta al 2050 un aumento de más de 50% en la demanda de alimentos, en donde destaca que 

el consumo de leche y carne aumentara 68% que es particularmente intensivo en el uso del suelo, 

al mismo tiempo, que deberán reducirse las emisiones de gases de efecto invernadero que 

representan actualmente alrededor del 25% de las emisiones totales globales (Searchinger, 2019).  

Las actividades agropecuarias en América Latina y el Caribe contribuyen directamente con un 25% 

de las emisiones totales regionales y están relacionadas con otro 20% de emisiones que provienen 

del cambio de uso de suelo en 2018 (Climate Watch, 2020). La evolución de estas emisiones 

depende de la expansión del uso de suelo para actividades agropecuarias, la producción de 

insumos como madera y la provisión de bio-energía (Calvin, et al., 2015; Svensson et al, 2021).   

Cumplir con la meta de neutralidad de carbono requiere elevar la eficiencia y la productividad 

agropecuarias por arriba de su tendencia histórica, controlar y realizar modificaciones 

substanciales a la actual estructura de la demanda, controlar y limitar el uso de tierra para la 

generación de bioenergía que representa una competencia adicional para recursos finitos de 

tierra, eliminar las pérdidas en la producción y consumo de alimentos, instrumentar procesos de 
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adaptación, combinar el aumento de los rendimientos agropecuarios con una relación virtuosa y la 

preservación del medio ambiente (bosques, ecosistemas y biodiversidad) y eliminar el uso de 

combustibles fósiles en el sector agropecuario (Calvin, et al., 2015; Searchinger, et al., 2019; 

Svensson et al, 2021).  

Los escenarios de mitigación disponibles encuentran que para llegar a cero emisiones netas es 

necesario que la frontera agrícola se estabilice e incluso puede reducirse (IPCC, 2018, pp. 97). Por 

ejemplo, la superficie agrícola disminuye en escenarios de 1.5oC junto con un aumento de la 

productividad, la reducción de pérdidas de los alimentos, y el cambio de dietas hacia alimentos 

que requieren menos espacio por unidad de producto (IPCC, 2018, pp. 97, pp. 144, ILO y IDB, 

2020, Searchinger, et al., 2019). Las pérdidas en alimentos que llegan al 24% del consumo total 

deberán reducirse, en particular aquellas pérdidas en las cadenas finales del consumo y en la 

producción, a través de prácticas productivas más eficientes y un aumento de los procesos de 

reciclaje (Searchinger, et al., 2019).  

Ecosistemas y soluciones basadas en la naturaleza 

América Latina y el Caribe disponen de una gran diversidad de ecosistemas que contribuyen, a 

través de sus servicios de provisión, regulación y culturales, a generar valor económico y al 

bienestar social. Por ejemplo, Hernández, et. al., (2020) estiman un valor total actual de los 

servicios de los ecosistemas en América Latina y el Caribe de 15,351 mil millones de dólares (15.3 

trillones según autores) que puede aumentar 25% adicional en el contexto de una economía 

verde. Existe, además, un creciente uso de las soluciones basadas en la naturaleza para desarrollar 

infraestructura verde que tienen el doble efecto de contribuir a preservar el capital natural y a 

generar valor económico (Serebrisky, et al., 2020). Por ejemplo, la restauración de manglares en 

países desarrollados y en desarrollo tienen costos, para cada caso, de US $42,801 y US $1,413 por 

hectárea respectivamente y la restauración de corales de US $4,479,769 y US $48,308 por 

hectárea respectivamente. La preservación de los manglares y los arrecifes de coral contribuyen a 

reducir los efectos de eventos climáticos extremos y a reducir los impactos de las inundaciones 

sobre la infraestructura y las actividades productivas y son, por tanto, consideradas medidas 

costo-efectivas (Cavallo, et. al., 2020). 

Minería 

Las actividades mineras en América Latina y el Caribe tienen una fuerte relevancia económica. Las 
exportaciones mineras en la región representaron el 17% del total de las exportaciones en 2017 y 
contribuyen al empleo y a los ingresos fiscales. La región dispone del 39% de litio, 39% de cobre, el 
18% de bauxita y aluminio y el 32% de níquel del mundo (Spano, et al., 2021).  

Sin embargo, la minería tiene una alta huella de carbono, en particular considerando las cadenas 
de valor en que participa. La minería genera directamente alrededor del 4% de las emisiones 
globales de gases de efecto invernadero, pero tiene altos costos de transporte y participa en 
actividades asociadas a altas emisiones como la producción de cemento y de acero (Spano, et al. 
2020) 

Alcanzar la neutralidad de carbono al 2050 requiere que las actividades mineras sean capaces de 
satisfacer la demanda tradicional y al aumento de la demanda de diversos minerales que son 
utilizados como insumos de diversas tecnologías de energía limpia y movilidad y al mismo tiempo 
reducir su huella de carbono. Por ejemplo, el Banco Mundial estima que para satisfacer la 
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demanda de tecnologías de almacenamiento de la energía en un escenario de 2°C será necesario 
aumentar la producción mundial de grafito, litio y cobalto en más de un 450 % entre 2018 y 2050 y 
llegar a una producción de aluminio y cobre de 103 y 29 millones de toneladas al 2050 (Hund, et 
al., 2020).  

Para ello, la minería deberá reducir sus emisiones directas y su huella de carbono. Ello requiere de 
trasformaciones estructurales, ya que en escenarios moderados de mejoras tecnológicas y de 
reducción de la intensidad de CO2 se observan aun aumentos sustantivos de las emisiones (Spano, 
et al., 2020) y los procesos de reciclaje son importantes pero insuficientes ya que se carece del 
material disponible y de las tecnologías apropiadas. Por ejemplo, las tasas mundiales de reciclado 
en aluminio y cobre, denominadas de fin de ciclo de vida son de 42% -70% y 43% - 53% 
respectivamente (Hund, et al., 2020).  

Así, es necesario para avanzar en una descarbonización profunda de las actividades mineras en 
reducir la intensidad energética, reciclar cerca del 100% de los productos, regular e imponer 
estándares en la generación de residuos y de reciclaje y buscar alternativas tecnológicas. Ello debe 
de contribuir a aprovechar las ventajas de la localización de la extracción de minerales en América 
Latina y el Caribe para construir sólidas cadenas de valor bajas en carbono (Spano, et al., 2020).  

Requerimientos de inversión en infraestructura 
Estimaciones de los requerimientos de inversión en infraestructura global y en América Latina y el Caribe 

Autores Porcentajes del PBI 

anual 

Monto anual 

Global   

Rozenberg, et al., (2019) Valor medio 4.5% del PIB 
Rango: 2%-8.2%. 

USD $1.5 trillones Rango: USD $640 - $2.7. 

OCDE (2006) 3.5% del PIB. USD $6.4 trillones. 
Escenarios con Objetivos de Desarrollo del 
Milenio 

OCDE (2017) 5.3% del PIB. USD $6.9 trillones.  
Escenarios con ODS. 

UNCTAD (2014) Nd. Inversión requerida total: 
USD $5 - $7 trillones. 
Escenarios con ODS incluye mitigación y 
adaptación.  

Woetzel, et. Al., 2016 3.8% del PIB. USD $3.3 trillones. 
La brecha aumenta incluyendo ODS. 

McKinsey (2013) 4.1% del PIB. USD $ 2650 trillones* 

Ruiz-Nuñez y Wei (2015) 2.2% del PIB. USD $ 836 billones* 

Países en desarrollo y/o países 

de ingreso bajo y medio o 

economías emergentes 

  

Gaspar et. Al., (2019) Economías emergentes 
4% del PIB (2.5% del PIB 
global) 

USD $2.6 trillones. 

UNCTAD (2014) Nd. La inversión en países en desarrollo es de 
USD $3.9 trillones  
Rango $3.3 a $4.5 trillones. 

Schmidt-Traub, Guido (2015) 

 

$4% del PIB  USD $1.4 trillones. 
Rango: USD $1378 - $1459] 
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Autores Porcentajes del PBI 

anual 

Monto anual 

Bhattacharya, Romani, y Stern 

(2012) 

6%-8% del PIB. US $1.8-2.3 trillones. Aumenta 10%-15% 
de los costos totales. 

América Latina y el Caribe   

Fay y Morrrison (2007) 4%-6% del PIB. Inversión requerida para alcanzar el nivel 
de infraestructura de Corea. 

Fay y Morrison (2007) 3% y 7% del PIB. Nivel de inversión requerido dado el 
crecimiento esperado más los costos de 
alcanzar cobertura universal en agua, 
saneamiento y electricidad.   

Perroti y Sánchez (2011) 5.2% del PIB. Alcanzar el nivel del sudeste asiático 
requiere inversión de 7.9% del PIB. 

Kohli  Basil (2011) 3.8%-4% del PIB.  

CAF (2011) 4%-6% del PIB. USD $200,000 - $250,000 billones  

Ruiz-Nuñez y Wei (2015) 6.1% del PIB. 1,104,537 

Serebrisky y Suárez-Alemán 

(2020) 
4%-7%  

Serebrisky (2014) 5% del PIB  USD $250,000 billones 2010. 

Serebrisky, et. Al., (2015) 5% del PIB  

Fay y Morrison (2017) 3% - 8% con rango más 
probable 4%-5% 

 

Centennial Group (2010) 5%-6%  

Fay y Yepes (2003) 3.2%  

Castellani, et al., (2019) Infraestructura y 
atender pobreza 
extrema 10.6% PIB en 
2030.  
Infraestructura, pobreza 
extrema, mortalidad 
infantil y conclusión de 
la secundaria:   
16% del PIB en 2030. 

 

 
Notas: Las estimaciones sobre magnitud de la inversión en infraestructura se basan en:  
1. Estimar la infraestructura necesaria para un nivel de crecimiento económico que se asocia con la evolución 
del PIB per cápita.  
2. Definir una razón de acervo de capital en infraestructura con respecto al PIB per cápita óptimo o que se 
establece como meta a lo que se ajusta la infraestructura necesaria.   
3. Modelos de ingeniería que permitan simular la demanda esperada de diversos servicios públicos como la 
demanda de electricidad, de transporte o de agua.  
4. Estimar niveles de cobertura (e.j. cobertura universal) para la población en algunos servicios como oferta 
de agua residencial y alcantarillado o electricidad residencial o para construir una infraestructura resiliente y 
que permita alcanzar las metas de mitigación en cambio climático.    
5. Estimar los requerimientos de infraestructura para un nivel de PIB per cápita y los requerimientos de 
infraestructura para ofrecer, por ejemplo, servicios universales de agua, saneamiento y electricidad 
residencial o una infraestructura resiliente y que permita cumplir las metas de mitigación en cambio climático.    
Los requerimientos de inversión en infraestructura difieren en la definición de las metas y las trayectorias 

especificas seleccionadas incluyendo el momento de la inversión, la calidad de la nueva infraestructura y las 

tecnologías a utilizar, la magnitud de los gastos en la operación y mantenimiento de la infraestructura, los 

escenarios económicos y demográficos, la heterogeneidad económica, social, ambiental, geográfica y en 

clima por países y regiones, el uso de soluciones basadas en la naturaleza que es aún difícil de valorar 
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monetariamente e incluso la definición de inversión en infraestructura es diferente (Rozenberg, et al., 

(2019).   

Fuente: Elaboración propia con base en revisión de la literatura. * Valores aproximados con revisión de la 

literatura.  
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